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CARTA DE DERECHOS DIGITALES: CONSIDERACIONES PREVIAS  

 

La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás, son el 

fundamento del orden político y de la paz social. Esa concisa formulación de nuestra 

Constitución expresa una concepción de la persona y del Estado válida para el momento 

presente y para el futuro. El intenso progreso de la investigación científica, las 

invenciones y las tecnologías digitales o basadas en lo digital plantean la necesidad de 

asegurar que el marco normativo garantiza la protección de los derechos individuales y 

colectivos de las personas, los valores constitucionales que constituyen el único 

cimiento posible de la convivencia. 

La presente propuesta de Carta de derechos digitales, elaborada por el Grupo de 

Expertos1 constituido por la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial 

(SEDIA) del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, se construye 

sobre tal cimiento. Vivimos en una sociedad digital de cuyos entornos, dispositivos y 

servicios dependemos más cada día. En este contexto, no se trata necesariamente de 

descubrir derechos digitales pretendiendo que sean algo distinto de los derechos 

fundamentales ya reconocidos o de que las nuevas tecnologías y el ecosistema digital 

se erijan por definición en fuente de nuevos derechos. La persona y su dignidad son la 

fuente permanente y única de los mismos y la clave de bóveda tanto para proyectar el 

Ordenamiento vigente sobre la realidad tecnológica, como para que los poderes 

públicos definan normas y políticas públicas ordenadas a su garantía y promoción. 

Sin embargo, el desarrollo y progresiva generalización de estas tecnologías y de los 

espacios digitales de comunicación e interrelación que ellas abren dan lugar a nuevos 

escenarios, contextos y conflictos que deben resolverse mediante la adaptación de los 

derechos y la interpretación sistemática del Ordenamiento en aras de la protección de 

los valores y bienes constitucionales y de la seguridad jurídica de los ciudadanos,  

operadores económicos y Administraciones públicas en sus respectivos ámbitos 

competenciales. Situaciones y escenarios que se crean con y que no se limitan a 

Internet que, por importante que sea, no agota ni condensa por sí misma todo el alcance 

y dimensiones del entorno y el espacio digital o ecosistema digital.  

Así, la Carta de derechos digitales que se presenta no trata de descubrir nuevos 

derechos fundamentales sino de concretar los más relevantes en el entorno y los 

espacios digitales o describir derechos instrumentales o auxiliares de los primeros. Se 

trata de un proceso naturalmente dinámico dado que el entorno digital se encuentra en 

constante evolución con consecuencias y límites que no es fácil predecir.  

El presente texto tiene su base en los notables avances ya realizados en España para 

el reconocimiento de los derechos digitales, entre los que cabe destacar el Título X de 

la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

garantía de los derechos digitales y el recientemente aprobado Real Decreto-ley 

28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia.  

Al respecto, es importante destacar que esta Carta está sujeta y se entiende sin perjuicio 

del ordenamiento jurídico vigente, en particular en materia de derechos, cuyas 

                                                
1El resultado de los trabajos del Grupo no implica por parte de sus miembros consenso entre todos ellos 

sobre todos y cada uno de los aspectos tratados, los cuales no comparten necesariamente todas las 
propuestas en él contenidas, ni compromete las opiniones o posiciones individuales mantenidas por los 
expertos y expertas en el seno de los grupos de trabajo. 
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disposiciones serán de aplicación, incluyendo en particular lo establecido por las leyes 

anteriormente citadas y las siguientes:  

a) Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

b) Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación. 

c) Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 

comercio electrónico. 

No obstante, la propia naturaleza rápidamente cambiante del entorno digital hace 

necesario asegurar la existencia de un proceso abierto de reflexión que permita mejorar 

la adecuación del marco jurídico a las nuevas realidades.  

El objetivo de la Carta es descriptivo, prospectivo y prescriptivo. Descriptivo de los 

contextos y escenarios digitales determinantes de conflictos, inesperados a veces, entre 

los derechos, valores y bienes de siempre, pero que exigen nueva ponderación; esa 

mera descripción ayuda a visualizar y tomar conciencia del impacto y consecuencias de 

los entornos y espacios digitales. Prospectivo al anticipar futuros escenarios que pueden 

ya predecirse. Prescriptivo en el sentido de revalidar y legitimar los principios, técnicas 

y políticas que, desde la cultura misma de los derechos fundamentales, deberían 

aplicarse en los entornos y espacios digitales presentes y futuros. 

La Carta no tiene carácter normativo, sino que su objetivo es reconocer los novísimos 

retos de aplicación e interpretación que la adaptación de los derechos al entorno digital 

plantea, así como sugerir principios y políticas referidas a ellos en el citado contexto. 

Con ello, también, proponer un marco de referencia para la acción de los poderes 

públicos de forma que, siendo compartida por todos (en cuanto continuadora de los 

principios básicos que inspiran nuestra norma suprema), permita navegar en el entorno 

digital en que nos encontramos aprovechando y desarrollando todas sus 

potencialidades y oportunidades y conjurando sus riesgos. Y contribuir a los procesos 

de reflexión que se están produciendo a nivel europeo y, con ello, liderar un proceso 

imprescindible a nivel global para garantizar una digitalización humanista, que ponga a 

las personas en el centro.  


